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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a trece de mayo de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 010990/INFOEM/IP/RR/2025, interpuesto por XXXXXXXXXXXXXXXXX, en lo sucesivo la parte Recurrente, en contra de la respuesta del Fiscalía General de Justicia del Estado de México, en lo subsecuente el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.

A N T E C E D E N T E S   D E L   A S U N T O
PRIMERO. De la Solicitud de Información.
Con fecha doce de agosto de dos mil veinticinco, la parte Recurrente presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) ante El Sujeto Obligado, solicitud de acceso a la información pública, registrada bajo el número de expediente 00617/FGJ/IP/2025, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:
“Requiero la relación de inmuebles asegurados con motivo del operativo Restitución anunciado por la FGJE, en el municipio de Almoloya de Juárez, de esta relación saber si el inmueble ubicado en la localidad de Santa Juana Centro, Sin Número, C.P. 50920, municipio de Almoloya de Juárez, cuenta con la carpeta de investigación debidamente integrada, anexando una versión pública de esta, asimismo saber qué autoridades participaron en este aseguramiento y si se hizo conforme a derecho, exhibiendo notificaciones a las personas que fueron molestadas en su propiedad.” (Sic)

Modalidad de entrega: A través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la Aclaración
En fecha diecinueve de agosto de dos mil veinticinco el Sujeto Obligado requirió a la Parte Recurrente una aclaración en los términos siguientes:
[image: ]
Por su parte, el Recurrente refirió el número de carpeta de investigación (NUC y NIC), así como, el nombre de la presunta víctima y presunto imputado. 


TERCERO. De la respuesta.
De las constancias que obran en el expediente electrónico, se advierte que el día diecisiete de septiembre de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información en los siguientes términos: 

“…

SE ANEXA RESPUESTA Asimismo, se hace de conocimiento que de conformidad con el artículo 178 de la Ley de la materia, podrá inconformarse de la respuesta otorgada, por sí mismo o a través de su representante, de manera directa o por medios electrónicos, a través del recurso de revisión, presentado ante el INFOEM o esta Unidad de Transparencia, dentro de los quince días hábiles, siguientes a la fecha de la notificación de presente respuesta.

…“(Sic).

Adicionalmente, el Sujeto Obligado adjuntó los archivos electrónicos denominados “Scan_2024_09_12_21_30_26_838.pdf” y ”Scan_2024_09_12_21_43_54_091.pdf”, mismos que no se reproducen por ser del conocimiento de las partes, sin embargo, serán materia de estudio en el considerando respectivo. 

CUARTO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta notificada por El Sujeto Obligado, el Recurrente interpuso recurso de revisión, en fecha veinticuatro de septiembre de dos mil veinticinco, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente número 010990/INFOEM/IP/RR/2025; en los cuales arguye las siguientes manifestaciones:
a) Acto impugnado 
“LA RESPUESTA” (sic)
b) Razones o motivos de inconformidad
“NIEGAN INFORMACIÓN QUE APARECE COMO PÚBLICA EN PÁGINAS OFICIALES Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN, EXISTE OPACIDAD EN EL ACTUAR DE LA FGJEDOMEX” (sic)

QUINTO. Del turno y admisión del recurso de revisión.
El medio de impugnación fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico SAIMEX, en términos del artículo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha veintiséis de septiembre de dos mil veinticinco, determinándose en ellos, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

SEXTO. De la etapa de instrucción.
De las constancias que obran en el expediente electrónico del SAIMEX, se advierte que el Sujeto Obligado rindió su informe justificado en fecha seis de octubre de dos mil veinticinco, por medio del archivo electrónico “Acta so 09 2025_2024_10_01_21_29_26_237.pdf”, “of 2549 I.J _2024_10_01_21_42_00_312.pdf” y “of 2551 of I.J _2024_10_01_21_42_30_012.pdf”, mismo que fue puesto a la vista del Recurrente.

Así mismo, se aprecia que no se llevaron a cabo audiencias durante la sustanciación del recurso de revisión, ni se ofrecieron pruebas por parte del Recurrente; todo lo anterior en términos de los artículos 185 fracciones II y IV, y 195 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

SÉPTIMO. De la ampliación del término para resolver.
De las constancias que integran el expediente electrónico, se advierte que han transcurrido los términos de Ley, para la emisión de la resolución en el presente recurso de revisión, por lo que en fecha veintisiete de abril de dos mil veintiséis, se notificó a las partes el acuerdo por el que se ordena ampliar el plazo para la emisión de la resolución, en términos del artículo 181 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar los expedientes a la resolución que en derecho proceda.

OCTAVO. Del Cierre de Instrucción.
Por lo que una vez transcurrido el periodo otorgado a las partes de siete días hábiles para realizar sus manifestaciones en el acuerdo de admisión, y no habiendo prueba pendiente por desahogar, ni que documentos que integrar al expediente electrónico, se decretó el cierre de instrucción en fecha trece de mayo de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185 fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar el expediente a la resolución que en derecho proceda.

CONSIDERANDO

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5o párrafos trigésimo tercero, trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracción VIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es preciso e importante señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.
El Recurso de Revisión en estudio contiene los elementos normativos de validez exigidos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, establecidos en el artículo 180 que enuncia:
“Artículo 180. El recurso de revisión contendrá: 
I. El sujeto obligado ante la cual se presentó la solicitud; 
II. El nombre del solicitante que recurre o de su representante y, en su caso, del tercero interesado, así como la dirección o medio que señale para recibir notificaciones;
III. El número de folio de respuesta de la solicitud de acceso;
IV. La fecha en que fue notificada la respuesta al solicitante o tuvo conocimiento del acto reclamado, o de presentación de la solicitud, en caso de falta de respuesta;
V. El acto que se recurre;
VI. Las razones o motivos de inconformidad;
VII. La copia de la respuesta que se impugna y, en su caso, de la notificación correspondiente, en el caso de respuesta de la solicitud; y 
VIII. Firma del recurrente, en su caso, cuando se presente por escrito, requisito sin el cual se dará trámite al recurso. 
Adicionalmente, se podrán anexar las pruebas y demás elementos que considere procedentes someter a juicio del Instituto. 
En ningún caso será necesario que el particular ratifique el recurso de revisión interpuesto. 
En caso de que el recurso se interponga de manera electrónica no será indispensable que contengan los requisitos establecidos en las fracciones II, IV, VII y VIII.”

Cabe señalar que El Recurrente ejerció de manera anónima su derecho de acceso a la información pública, sin embargo, no es motivo para desechar las solicitudes de acceso a la información pública conforme a lo previsto en el artículo 155, penúltimo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que señala lo siguiente:
	“Las solicitudes anónimas, con nombre incompleto o seudónimo serán procedentes para su trámite por parte del sujeto obligado ante quien se presente. No podrá requerirse información adicional con motivo del nombre proporcionado por el solicitante.” 


Robusteciendo lo anterior se encuentra lo dispuesto en los artículos 6, Apartado A, fracciones III y IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 5 párrafos vigésimo, vigésimo primero y vigésimo segundo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, se establece lo siguiente:
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
“Artículo 6°.- La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 
(…) 
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente: A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
 (…) 
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los organismos autónomos especializados e imparciales que establece esta Constitución.”
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México
“Artículo 5.- En el Estado de México todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales en los que el Estado mexicano sea parte, en esta Constitución y en las leyes que de ésta emanen, por lo que gozarán de las garantía para su protección, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece.
(…)
Toda persona en el Estado de México, tiene derecho al libre acceso a la información plural y oportuna, así como a buscar recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.
(…)
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho.
Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso. Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos;
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que establece esta Constitución.
(…)
VIII. El Estado contará con un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica y de gestión, con capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de transparencia, acceso a la información pública y a la protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados en los términos que establezca la ley. (…)”


Por lo cual, de una interpretación sistemática, conforme y progresiva del derecho humano de acceso a la información pública se aprecia que toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, deberá tener acceso a la información pública, es decir, dicho derecho fundamental exime a quien lo ejerce, de acreditar su legitimación en la causa o su interés en el asunto, lo que permite la posibilidad de que, incluso, la solicitud de acceso a la información pueda ser anónima o no contener un nombre que identifique al solicitante o que permita tener certeza sobre su identidad. 
En conclusión, se cubrieron los requisitos de procedencia y procedibilidad y conforme a las constancias que obran en el expediente.

TERCERO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad, los cuales deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.
Siendo facultad de este Órgano entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor y por ende objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto, en los presupuestos procesales sobre el inicio o trámite de un proceso, generando eficacia jurídica en las resoluciones, máxime que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia, la cual impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión, sin estudiar el fondo del asunto; circunstancias anteriores que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. Así las cosas, del análisis de los expedientes electrónicos no se advierte ninguna causa de improcedencia que se actualice ni mucho menos alguna hecha valer por alguna de las partes, procediendo al estudio del fondo del asunto, en los siguientes términos. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


CUARTO. Estudio y resolución del asunto 	
El análisis y resolución del presente recurso, se funda en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local.

Ahora bien, el artículo 179 de la Ley de Transparencia establece las causales para la procedencia del recurso de revisión, tal como se transcribe:
Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas: 
I. La negativa a la información solicitada; 
II. La clasificación de la información; 
III. La declaración de inexistencia de la información; 
IV. La declaración de incompetencia por el sujeto obligado; 
V. La entrega de información incompleta; 
VI. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado; 
VII. La falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información; 
VIII. La notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al solicitado; 
IX. La entrega o puesta a disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante; 
X. Los costos o tiempos de entrega de la información; 
XI. La falta de trámite a una solicitud; 
XII. La negativa a permitir la consulta directa de la información; 
XIII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta; y 
XIV. La orientación a un trámite específico. 
La respuesta que den los sujetos obligados derivada de la resolución a un recurso de revisión que proceda por las causales señaladas en las fracciones IV, VII, IX, X, XI y XII es susceptible de ser impugnada de nueva cuenta, mediante recurso de revisión, ante el Instituto.


Bajo estas líneas argumentativas, al retomar y delimitar los requerimientos del ahora Recurrente, de manera objetiva se precisa que requiere la siguiente información:
1. Relación de inmuebles asegurados con motivo del operativo Restitución anunciado por la FGJE, en el municipio de Almoloya de Juárez, de esta relación saber si el inmueble ubicado en la localidad de Santa Juana Centro, Sin Número, C.P. 50920, municipio de Almoloya de Juárez, cuenta con la carpeta de investigación debidamente integrada, anexando una versión pública de esta, asimismo saber qué autoridades participaron en este aseguramiento y si se hizo conforme a derecho, exhibiendo notificaciones a las personas que fueron molestadas en su propiedad.

De conformidad con las constancias que obran en el expediente electrónico, se observa que el Sujeto Obligado dio respuesta por medio del sistema SAIMEX, a la solicitud de información 00617/FGJ/IP/2025; a través del archivo electrónico:
1. Scan_2024_09_12_21_30_26_838.pdf: oficio número 2407/MAIP/FGJ/2025, firmado por la Titular de la Unidad de Transparencia, en el que mediante sesión ordinaria el Comité de Transparencia confirmó la clasificación de la carpeta de investigación referida en la Aclaración, como información Reservada. Por otro lado, refiere que la Vicefiscalía General le informó que no cuentan con listado alguno de inmuebles asegurados en operativos institucionales. Por su parte, la Unidad de Custodia y Guarda de Bienes Asegurados Puestos a Disposición del Ministerio Público le informó que no cuentan con registro alguno de inmuebles con motivo del Operativo Restitución, en el municipio de Almoloya de Juárez. 
2. Scan_2024_09_12_21_43_54_091.pdf: Acuerdo de clasificación de la información como reservada, aprobado por el Comité de Transparencia.  


Es así como, derivado de la respuesta emitida por El Sujeto Obligado, el Recurrente, interpuso el presente recurso de revisión, señalando sustancialmente como sus razones o motivos de inconformidad, lo siguiente: “NIEGAN INFORMACIÓN QUE APARECE COMO PÚBLICA EN PÁGINAS OFICIALES Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN, EXISTE OPACIDAD EN EL ACTUAR DE LA FGJEDOMEX” (Sic).
 

De las constancias que obran en el expediente electrónico del SAIMEX, se advierte que el Sujeto Obligado rindió su informe justificado por medio de los archivos electrónicos denominados:  
· Acta so 09 2025_2024_10_01_21_29_26_237.pdf: contiene el Acta de la Sesión Ordinaria número 9, en la que el Comité de transparencia aprobó la reserva de la carpeta de investigación referida en la etapa de aclaración.
· of 2549 I.J _2024_10_01_21_42_00_312.pdf: oficio número 2549/MAIP/FGJ/2025, firmado por la Titular de la Unidad de Transparencia, en el que refiere que la Fiscalía Regional de Toluca mediante informe justificado manifestó que no existe una relación de inmuebles asegurados con motivo del operativo referido en la solicitud, ya que dicha información obra en cada una de las carpetas de investigación, mismas que contienen datos específicos de la etapa de investigación. Por otro lado, refiere que la carpeta de investigación mencionada por el recurrente en la etapa de aclaración se encuentra en trámite, aunado a ello, no implica que la afirmación o negación de las circunstancias de hecho y derecho referidas en la solicitud con relación al operativo restitución, así como, las partes involucradas. 
· of 2551 of I.J _2024_10_01_21_42_30_012.pdf”: oficio número 2551/MAIP/FGJ/2025, firmado por la Titular de la Unidad de Transparencia por medio del cual solicita se sobresea el recurso de revisión.

Este Instituto resalta que, si bien, por regla general, toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública, debemos considerar que también hay excepciones, es decir, que se trate de información clasificada (confidencial o reservada), en cuyo caso, se restringirá, excepcionalmente, el acceso conforme a lo señalado en la ley en la materia; entendiendo a esta información, de conformidad con el artículo 3, fracciones XXI, XXIII y XXIV de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de la siguiente manera: 
· Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos. 
· Información privada: La contenida en documentos públicos o privados que refiera a la vida privada y/o los datos personales, que no son de acceso público. 
· Información reservada: La clasificada con este carácter de manera temporal por las disposiciones de esta Ley, cuya divulgación puede causar daño en términos de lo establecido por esta Ley. 

En resumen, se determina que, excepcionalmente, la información pública, podrá ser clasificada como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por la Ley de Transparencia; así como confidencial, tratándose principalmente de aquella que refiera a la información privada y datos personales concernientes a una persona física.

En virtud de lo anterior, se desprende que los Acuerdos de Reserva deberán de cumplir parámetros de forma y fondo, los cuales se abordan a continuación: 
	
	Cumplió
	Contenido

	Número de folio de la solicitud
	Sí
	
[image: ]

	Referencia de la información solicitada
	No 
	-----------------------------------------------------------

	Causal aplicable 
	Sí 
	[image: ]






	Fundamento y Motivación Legal
	Sí
	
[image: ]

	

Conexión entre los fundamentos y motivos que dieron origen a la Reserva de la información




	Sí
	[image: ]

	Prueba de Daño

	Riesgo Real, Demostrable e Identificable
(Modo, Tiempo y Lugar)
	Sí
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	Temporalidad de la Reserva de la información
	Sí
	
[image: ]

	Autoridades competentes.
	Parcialmente
Solo se visualiza una firma 
	
[image: ]




Conforme a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en su artículo 140 fracción IX, refiere lo siguiente:
Capítulo II
De la Información Reservada
Artículo 140. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando por razones de interés público, ésta sea clasificada como reservada, conforme a los criterios siguientes: 
I. Comprometa la seguridad pública y cuente con un propósito genuino y un efecto demostrable;
II. Pueda menoscabar la conducción de las negociaciones y relaciones internacionales;
III. Se entregue a la Entidad expresamente con ese carácter o el de confidencialidad por otro u otros sujetos de derecho internacional, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa humanidad de conformidad con el derecho internacional; 
IV. Ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de una persona física; 
V. Aquella cuya divulgación obstruya o pueda causar un serio perjuicio a: 
1. Las actividades de fiscalización, verificación, inspección, comprobación y auditoría sobre el cumplimiento de las Leyes; o 
2. La recaudación de las contribuciones. 
VI. Pueda causar daño u obstruya la prevención o persecución de los delitos, altere el proceso de investigación de las carpetas de investigación, afecte o vulnere la conducción o los derechos del debido proceso en los procedimientos judiciales o administrativos, incluidos los de quejas, denuncias, inconformidades, responsabilidades administrativas y resarcitorias en tanto no hayan quedado firmes o afecte la administración de justicia o la seguridad de un denunciante, querellante o testigo, así como sus familias, en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables; 
VII. La que contengan las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, hasta en tanto sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar documentada; 
VIII. Vulnere la conducción de los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto no hayan quedado firmes;
IX. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la Ley señale como delitos y se tramiten ante el Ministerio Público; 
X. El daño que pueda producirse con la publicación de la información sea mayor que el interés público de conocer la información de referencia, siempre que esté directamente relacionado con procesos o procedimientos administrativos o judiciales que no hayan quedado firmes; 
Cuando se trate de información sobre estudios y proyectos cuya divulgación pueda causar daños al interés del Estado o suponga un riesgo para su realización, siempre que esté directamente relacionado con procesos o procedimientos administrativos o judiciales que no hayan quedado firmes; y 
XI. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en esta Ley y no la contravengan; así como las previstas en tratados internacionales.

Del estudio realizado, es necesario acotar si el Sujeto Obligado colmó el derecho de acceso a la información pública mediante respuesta:

	Requerimientos
	Respuesta
	Informe justificado
	Colma

	Relación de inmuebles asegurados con motivo del operativo Restitución anunciado por la FGJE, en el municipio de Almoloya de Juárez, de esta relación saber si el inmueble ubicado en la localidad de Santa Juana Centro, Sin Número, C.P. 50920, municipio de Almoloya de Juárez, cuenta con la carpeta de investigación debidamente integrada, anexando una versión pública de esta, asimismo saber qué autoridades participaron en este aseguramiento y si se hizo conforme a derecho, exhibiendo notificaciones a las personas que fueron molestadas en su propiedad.
	Acuerdo de clasificación de la información como reservada, aprobado por el Comité de Transparencia.

Por otro lado, refiere que la Vicefiscalía General le informó que no cuentan con listado alguno de inmuebles asegurados en operativos institucionales. Por su parte, la Unidad de Custodia y Guarda de Bienes Asegurados Puestos a Disposición del Ministerio Público le informó que no cuentan con registro alguno de inmuebles con motivo del Operativo Restitución, en el municipio de Almoloya de Juárez
	Acta de la Sesión Ordinaria número 9, en la que el Comité de transparencia aprobó la reserva de la carpeta de investigación referida en la etapa de aclaración.

Fiscalía Regional de Toluca manifestó que no existe una relación de inmuebles asegurados con motivo del operativo referido en la solicitud, ya que dicha información obra en cada una de las carpetas de investigación, mismas que contienen datos específicos de la etapa de investigación. 
Por otro lado, refiere que la carpeta de investigación mencionada por el recurrente en la etapa de aclaración se encuentra en trámite, aunado a ello, no implica que la afirmación o negación de las circunstancias de hecho y derecho referidas en la solicitud con relación al operativo restitución, así como, las partes involucradas.
	Parcialmente

El acuerdo de reserva no cumple con todos los requisitos.




Ahora bien, Nuestra Carta Magna dispone que para el ejercicio del derecho de acceso a la información los Estados deben observar diversos principios y bases, entre los cuales se establece que toda la información en posesión de cualquier autoridad, órgano, organismo, órganos autónomos, así como de cualquier sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes, ello se aprecia en el Artículo 6, apartado A, numeral I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que a la letra establece:

Artículo 6
…
Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

1. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.

Por otro lado, en atención a lo dispuesto por los artículos 3, fracción XI y 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los cuales son del tenor literal siguiente:

Artículo 3.- Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
…
XI. Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico;


Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico.
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.
Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.

Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.
Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

De la interpretación a los preceptos citados, se desprende que es información pública la contenida en los documentos que los Sujetos Obligados generen, administren o se encuentre en su posesión en el ejercicio de sus atribuciones y que toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona.

En mérito de lo expuesto en líneas anteriores, al resultar parcialmente fundados los motivos de inconformidad vertidos por el Recurrente, con fundamento en el artículo 186 fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se MODIFICA la respuesta emitida a la solicitud de información 00617/FGJ/IP/2025, que ha sido materia del presente fallo.

Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y,

SE    RESUELVE
PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta del Sujeto Obligado a la solicitud de acceso a la información pública 00617/FGJ/IP/2025, por resultar parcialmente fundados los motivos de inconformidad vertidos por la parte Recurrente, en términos del considerando CUARTO de la presente Resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado, haga entrega a la parte Recurrente, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), de lo siguiente:

1. El Acuerdo del Comité de Transparencia por medio del cual se clasifique en su totalidad como información RESERVADA la carpeta de investigación referida en la etapa de Aclaración.   


TERCERO. NOTIFÍQUESE a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), la presente Resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), al Recurrente y hágasele del conocimiento que en caso de considerar que le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA (AUSENCIA JUSTIFICADA) Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA (AUSENCIA JUSTIFICADA); EN LA DÉCIMA SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL TRECE DE MAYO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ. --------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
JMV/CCR/LMST
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QUINTO. - En este tenor, el articulo 141, de la Ley de Transparencia y Acceso  Ia Informacion Publica del Estado de México y
Municipios, sefiala que las causales de Ia reserva de la informacion deberén fundarse y mofivarse a través de la aplicacion de una
prueba de dario.

La prueba de dafio de acuerdo con la fraccion XXXIll, del articulo 3, de la ley en comento, es aquella responsabilidad del Sujeto
Obligado para demostrar de manera fundada y motivada que la divulgacion de Ia informacion lesiona el interés jurdicamente protegido.
por la Ley y que el menoscabo o dafio que puede producirse con la publicidad de la informacion es mayor que el nterés de conoceria
¥ por consiguiente debe diasificarse como reservada, robustece lo anterior la Tesis Alslada, con nimero de registro digital 2016460,
misma que sefiala lo siguiente:
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‘TERCERO. - La Fiscalla Regional de Toluca, sefiald que su solicitud de reserva tiene su fundamento en el articulo 140, fraccion VI,
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Informacion Pdbiica del Estado de México y Municipios, en virtud de que la carpeta de.
investigacion se encuentra en tramite.
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Riesgo real: Si bien es cierto que por regla general la informacién que generan los sujetos obligados es publica, también lo es que.
Gurante la etapa de investigacion se lievan a cabo un sin ndmero de dili  recabar fodos los
probatoros de!del para Getarminar I respansabiidad de una o varies porsonas que ssin siendo ivesgaoas . en s aso fa
formulacién de la imputacién y hasta el cierre de la investigacin.

El Ministerio Piblico se encuentra obligado a guardar con toda diigencia Ia intimidad de las personas, los datos personales de
quienes intervienen en el procedimiento penal, y en general todo el contenido de la carpeta e investigacion, por o que no es
factble entregar la informacion que requiere el particular pues de hacerlo se las medidas de

para preservar la ley y el correcto de las in iales, que ain no han concluido, por tener diligencias
pendientes de materializar; de igual forma, se pone en riesgo la integridad de los servidores piblicos encargados e la procuracién
de justicia, asi como a las victimas y los testigos que intervienen en la investigacién.

Riosgo demostrable: La direccién y el contenido de la carpeta corresponden preponderantemente al Ministerio Piblico, en
coordinacién con Ia Policia de Investigacién y peritos, asi como a las partes que soliciten actos e investigacion al ministerio pibiico,
pero es éste quién tiene a cargo la conduccién de la misma, por lo que debe atender  los principios que rigen el procedimiento
penal; sin embargo, no puede vulnerar la estricta reserva que debe guardar a investigacién, pues unicamene las partes pueden
tener acceso a éstas con las limitaciones que establece el propio C5digo Nacional de Procedimientos Penales.

Es asi que, la entrega de la informacién, estaria vulnerando la conduccién de la investigacion que se encuentran en trémite ante el
Ministerio Publico, aunado a que el Cédigo Nacional de Procedimientos Penales les otorga la calidad de estrictamente reservadas,
en términos del articulo 218.

Asimisrmo s dvlgaciin pons en riesgo laida de e persanas que nervenen en s sumado a.que i  vide los mecanismos.
de defensa que tienen a su alcance las victimas, de poder recurrir las © resultados a los que
llogue of Miistero Publice curants a ejecucion do 1a dligencias que en su omento procssal oportuno se dictarén, adems se
podria corromper la conservacion del estado de derecho mexicano, en virtud de que podria traer como consecuencia que el
gobernado se abstenga de denunciar la comisién de deltos cometidos en su contra o de otras personas, ocasionando que los
delincuentes impunemente quebranten Ia ley.

Riesgo identificable: Entregar la informacion ylo documentacién derivada o contenida en la carpeta de investigacion aludida,
vulnera las disposiciones especificas en los articulos 15 y 218 del Codigo Nacional de Procedimientos Penales, pues se transgrede
los derechos de las partes del procedimiento penal, aunado a que puede derivar en una indebida conduccién de la investigacion,
pues ésta debe llevarse a cabo, siguiendo los principios del procedimiento penal; sin embargo, la conduccion de la migma esta a
cargo del Ministerio Pdblico

Es importante destacar que, tinicamente las partes pueden tener acceso a a carpeta de investigacion con las limitaciones previstas
en el propio Codigo pues el legislador previo a factibilidad de que cualquier persona con fines diversos pudiera realizar un andlisis
de vulnerabilidad de esta representacion social, al conocer la forma de investigar los hechos constitutivos de delito, y més aun
cuando se revelan datos de los integrantes en el desarrollo de las facultades y atribuciones propias de Ministerio Pdblico
investigador, destacando que Io especifico es salvaguardar la procuracion de justicia y a la sociedad, ya que como tal tiene el
derecho fundamental de desarollarse en su vida, en un ambiente adecuado, garantizando, manteniendo y restableciendo el orden
y la paz piblica en el territorio nacional por o que no resulta procedente la divuigacion de lo solicitado por el particular.
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ACUERDO
S0/09/2025/02

Se APRUEBA por unanimidad, la clasificacion de la carpeta de investigacion TOLICAJ/AZI/120/076395/24/03, como informacion
RESERVADA, por un periodo de cinco afios.

Por conducto de la Titular de la Unidad de Transparencia notifiquese al solicitante a través del sistema que corresponda.
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Al respecto, con fundamento en lo establecido en el articulo 159 de la Ley de Transparencia, se hace
de su conocimiento que los detalles proporcionados para localizar Ia informacion de su interés resultan
insuficientes, por Io que no es posible realizar la bisqueda de la informacion solicitada en los archivos
de este sujeto obligado en los términos expuestos, en ese sentido, se solicita proporcione mayores
datos que permitan identificar y localizar la_documentacién de su interés en los archivos de esta
Fiscalla General de Justicia del Estado de México, como lo son el nimero de carpeta de investigacion,
o la informacién de las posibles victimas v/o imputados, va que dnicamente con las referencias del
inmueble descrito en su solicitud, no es posible realizar Ia biisqueda en los archivos de este sujeto
obligado,

Lo anterfor, haciendo de su conocimiento que de no atender tal prevencion realizada, se tendré por
NO presentada su solicitud.
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00617/FGJNP/2025.
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‘CUARTO. - El artculo 140, raccion VI de a Ley de Transparencia y Acoeso aa Informacian Publica del Estado de México y Municipios,
considera informacion roservads, aquella que puede causar dafio u obstruya la prevencion o persecucién de los delios, altere el
proceso de investigacién de las carpetas de investigacion.
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